Procesada: Paola Andrea Buitrago Espinosa
Delito: Fraude procesal
Radicado: 66001 60 00 036 2013 06023-02
Asunto: Sentencia de segunda instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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 PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA

Proceso: 


 Penal - Confirma parcialmente sentencia condenatoria 

Magistrado Sustanciador: 
 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas:


FRAUDE PROCESAL / ALLANAMIENTO A LOS CARGOS / REDUCCIÓN DE LA PENA IMPUESTA. “[S]e puede considerar razonable la decisión del juez de primer grado de reducir la pena impuesta a la procesada en el porcentaje antes fijado, en atención a los efectos que tuvo su decisión de allanarse a los cargos, dado que como lo acepta la defensa existía un material probatorio de suficiente entidad en su contra, lo cual indica que la conformidad de la procesada con la imputación, no tuvo el suficiente alcance como para incrementar ese porcentaje en razón de la contundencia de la prueba de cargos, como lo dedujo acertadamente el A quo, que a juicio de la Sala hizo una debida ponderación sobre el porcentaje de reducción de la pena a que tenía derecho la señora Buitrago, por lo cual se confirmará ese acápite de la decisión recurrida. En atención a lo expuesto, la Sala confirmará ese apartado de la decisión del A quo. Sin embargo, como en virtud del recurso propuesto se consideró que el juez no debió fijar la pena en máximo del primer cuarto conforme al ejercicio de dosimetría penal que se realizó en el fallo de primer grado, sino que se modificó la pena corporal que fue reducida a 81 meses de prisión, es necesario hacer un nuevo ejercicio de dosificación punitiva a partir de esa sanción principal que será reducida en un 40% en virtud del allanamiento a cargos de la procesada, tal y como lo consideró el A quo en la providencia recurrida. En consecuencia se imponen a la procesada las siguientes sanciones: una pena de 48 meses y 18 días de prisión; multa equivalente a 180 SMLMV e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de 38 meses y 12 días.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de enero de dos mil diecisiete (2017)
Acta Nro. 0059 

Hora: 2:03 p.m. 


	Radicación
	66001 60 000 36 2013 06023 02

	Procesados
	Paola Andrea Buitrago Espinosa

	Delito
	Fraude Procesal

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira 

	Asunto 
	Resolver la apelación interpuesta en contra de la sentencia de primera instancia de fecha 29 de abril de 2016


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el defensor de Paola Andrea Buitrago Espinosa, en contra de la sentencia del 29 de abril de 2016, emitida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, mediante la cual se condenó a la señora Buitrago Espinosa, como autora del delito de fraude procesal.
2. ANTECEDENTES

2.1 De acuerdo con el escrito de aceptación de cargos presentado por la Fiscalía General de la Nación, mediante denuncia  presentada por la representante del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería COPNIA, se logró establecer que la señora Paola Andrea Buitrago Espinosa solicitó a dicha institución la expedición de la matrícula profesional como Ingeniera Ambiental, como egresada de la Universidad Libre, para lo cual presentó unos documentos espurios, entre ellos la copia de un diploma expedido por la Universidad Libre, seccional Pereira, donde se le confería el  título de ingeniera ambiental, con su correspondiente acta de grado. Se estableció que la acusada no curso estudios en ese centro docente, donde tampoco se expidieron los citados documentos.

Se acreditó igualmente que la señora Buitrago Espinosa prestó sus servicios en la Alcaldía de esta ciudad y en el aeropuerto internacional “Matecaña”, con base en esos documentos falsos, por lo cual el COPNIA denegó la inscripción de su matrícula. 

La procesada hizo incurrir en error a la administración municipal, concretamente a la Alcaldía de Pereira y al Aeropuerto “Matecaña”, entidades con la que celebró varios contratos, ya que valiéndose de esos documentos falsificados, acreditó los requisitos exigidos para varios cargos, y en razón de ello fue nombrada en esas entidades, mediante contratos del 4 de febrero y el y 28 de octubre de 2011.

La FGN formuló imputación el 17 de septiembre de 2015, ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, contra Paola Andrea Buitrago Espinosa, como autora de la conducta de fraude procesal (artículo 453 C.P.), cargo que fue aceptado por la incriminada.

2.3 El 5 de febrero de 2016 el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, citó a las partes para realizar audiencia de individualización de pena y sentencia, conforme al artículo 447 del C.P.P. Sin embargo el delegado de la FGN solicitó que se declarara la nulidad de lo actuado a partir de la audiencia de formulación de imputación, por no existir congruencia entre el contexto fáctico y el juicio de adecuación típica, ya que no se le habían comunicado cargos a la procesada por el delito de falsedad material en documento público en modalidad agravada. El despacho no accedió a esa solicitud. Luego de que se negara un recurso horizontal se concedió la apelación subsidiaria que presentó el delegado de la FGN. 
 La decisión fue confirmada por esta colegiatura el 6 de abril de 2016.

2.4 El 27 de abril de 2016 se reanudó la audiencia prevista en el artículo 447 del CPP.

En ese acto el defensor de la acusada solicitó que se partiera del mínimo del primer cuarto de pena previsto para el delito de fraude procesal, es decir de 72 meses de prisión, y que se hiciera una rebaja del 50% por aceptación de cargos de la procesada, a efectos de que la pena fuera fijada en 36 meses de prisión, lo que haría procedente que se le concediera a su mandante el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
3. IDENTIFICACIÓN DE LA PROCESADA
Se trata de PAOLA ANDREA BUITRAGO ESPINOSA, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 42.146.122 expedida en Pereira, nació el 30 de abril de 1981 en Bogotá, D.C., es hija de Gilberto y Rosmery, de estado civil divorciada, estudiante de ingeniería.
4. SOBRE LA SENTENCIA OBJETO DEL RECURSO
4.1 El fallo de instancia fue sustentado, en relación con el tema que nos atañe, de la siguiente forma:

· Además de la tipicidad de la conducta desarrollada por la acusada, la prueba indica que se reunieron los componentes volitivo y cognitivo para realizar el actus reus de fraude procesal, ya que la acusada era conocedora de que no tenía los títulos profesionales que acreditó falsamente, con lo cual logró engañar a las personas que contrataron sus servicios profesionales como “ingeniera ambiental”, sin serlo, ardid que se materializó en el hecho de que la acusada logró beneficiarse con varios contratos así: i) contrato 396 de febrero de 2011, celebrado entre el Municipio de Pereira y la procesada, para desarrollarse en el término de 6 meses y con un valor de $13.200.000, del cual se pactó una adición por 3 meses por valor de $6.600.000; ii) contrato 2113 del 28 de octubre de 2011, por el término de 1 mes 28 días, por valor de $4.253.333; iii) contrato de prestación de servicios profesionales 517 de marzo de 2012 celebrado entre la Alcaldía Municipal y la incriminada, por un término de 8 meses, por valor de $18.296.000, iv) contrato de prestación de servicios profesionales 2835 del 30 de octubre de 2012, suscrito entre la Alcaldía Municipal y la señora Buitrago Espinosa, por un término de 2 meses con valor de $4.574.000; v) contrato 2012103 del 11 de mayo de 2012, suscrito con el Aeropuerto Internacional “Matecaña”, por valor de $21.000.000; vi) contrato 2012156 del 26 de octubre de 2016, suscrito con la misma entidad y por valor de $8.100.000; y vii) contrato 2013012 del 15 de enero de 2013, llevado a cabo con similar contratante, por valor de $26.8000.000.
· Dentro de la documentación que soportó todos los contratos mencionados, se encontraba la propuesta presentada por la señora Paola Andrea Buitrago Espinosa, que incluía su hoja de vida, donde se anunciaba como ingeniera ambiental; el compromiso ético; copia del diploma y del acta de grado como ingeniera ambiental y copias de constancias de la Fundación Universitaria Iberoamericana, sobre un programa de Maestría en Gestión y Auditorías Ambientales, y la del programa de Master en cambio climático de la Universidad Europea Miguel de Cervantes, que presuntamente estaba cursando la acusada.
· Se probó plenamente la inducción en error a diversos servidores de la administración municipal, por parte de la acusada, con su comportamiento y la aducción de documentos que no correspondían a la realidad, sobre su presunta calidad de ingeniera ambiental, con lo cual logró de los servidores públicos que intervinieron en los procesos de contratación incurrieran en el error que determinó la celebración de los contratos mencionados.
· La acusada incluso se atrevió a solicitar al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería COPNIA, la expedición de una matrícula profesional a su nombre. Cuando esa entidad corroboró lo relativo a su información académica, y advirtió el engaño, se informó lo pertinente a la FGN. Además en la audiencia de formulación de imputación, la señora Buitrago Espinosa, de forma libre, consciente, voluntaria y espontánea manifestó aceptar su responsabilidad en los hechos endilgados, con lo cual no quedó entonces duda sobre la materialidad de la conducta y la responsabilidad de la procesada.
· No obra en el expediente, elemento de juicio alguno que permita inferir la presencia de una causal eximente de antijuridicidad o de culpabilidad. Lo que se aprecia, es que la acusada es una persona adulta, en uso de sus facultades físicas y mentales, con capacidad de comprensión y suficiente ilustración, por lo que le era exigible obrar conforme a derecho.
4.2 Al hacer el ejercicio de dosificación punitiva, el juez de conocimiento hizo las siguientes consideraciones:

· El delito de fraude procesal contempla como penas principales las de prisión de 6 a 12 años, multa de 200 a 1.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas de 5 a 8 años. En consecuencia, y al aplicar los artículos 59 y 61 del C.P., los cuartos quedan establecidos así: i) CUARTO MÍNIMO: prisión de 72 a 90 meses, multa de 200 a 400 smlmv e inhabilitación de 60 a 69 meses; ii) PRIMER CUARTO MEDIO: prisión de 90 meses 1 día a 108 meses, multa de 400,1 a 600 smlmv e inhabilitación de 69 meses 1 día a 78 meses; iii) SEGUNDO CUARTO MEDIO: prisión de 108 meses 1 día a 126 meses, multa de 600,1 a 800 smlmv e inhabilitación de 78 meses 1 día a 87 meses, y iv) CUARTO MÁXIMO: prisión de 126 meses 1 día a 144 meses, multa de 800,1 a 1.000 smlmv e inhabilitación de 87 meses 1 día a 96 meses.
· Atendiendo al inciso 2º del artículo 61 del C.P., como quiera que no se imputaron circunstancias de mayor punibilidad, y existe una de menor punibilidad como la carencia de antecedentes penales, el despacho debe ubicarse en el cuarto mínimo. Para fijar la pena a imponer, se deben tener en cuenta la intensidad del dolo y la mayor antijuridicidad de la conducta, en atención al comportamiento desplegado por la acusada, quien para obtener diversos contratos por parte de la Alcaldía Municipal y del Aeropuerto “Matecaña”, indujo y mantuvo en error a varios servidores públicos, al tratar de demostrar su supuesta capacitación, con constancias sobre su presunta matrícula y participación en un programa de maestría y un master, con lo que se prolongaron los efectos de esa inducción en yerro a los servidores públicos, y se privó a la administración pública de la posibilidad de escoger una persona realmente calificada para desarrollar el objeto contractual de cada uno de esos convenios.
· El delito endilgado es de aquellos de conducta permanente, ya que pervive mientras se mantengan los efectos de la inducción en error al servidor público.

· En este caso hubo un mayor componente de lesividad, ya que la acusada celebró varios contratos con la administración, generando un daño potencial y real derivado de la contratación irregular. Por lo anterior resulta razonable y proporcional fijar una pena de 90 meses de prisión y multa por 400 salarios mínimos e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por 69 meses. 
· Como se produjo la aceptación de responsabilidad de la acusada en la audiencia de formulación de imputación, el A quo  hizo una  rebaja del 40% de la pena, de conformidad con lo establecido en el artículo 351 de C.P.P., teniendo en cuenta que la ayuda entregada por la acusada no fue relevante, ya que para el momento de formular la imputación, la FGN ya contaba con una documentación y un material probatorio abrumador, hasta el punto de que la acusada se vio precisada a optar por allanarse a la imputación, ante la inutilidad de enfrentar un juicio en condiciones tan adversas. 
· En consecuencia el A quo le fijó una pena definitiva a la acusada de 54 meses de prisión, multa por el equivalente a 240 SMLMV para el año 2011, época en la que se inició la consumación de la conducta punible, y le impuso la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por 41 meses 12 días.
· Como la pena impuesta supera los 4 años de prisión, quantum exigido en el artículo 63 del C.P., no resulta procedente la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Sobre la prisión domiciliaria debe tenerse en cuenta que de conformidad con el artículo 38 B de la Ley 599 de 2000 adicionado por la Ley 1709, al tener en cuenta el mínimo de la pena prevista para la conducta punible por la que se impone la sanción, y además que éste reato no se encuentra en la relación de que trata el artículo 68 A del C.P., a lo que se suma la demostración del arraigo de la condenada, se considera procedente el otorgamiento de la prisión domiciliaria. 
4.3 El defensor de la procesada interpuso recurso de apelación, contra el fallo en mención.
5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO.
La sustentación del recurso de apelación interpuesto por el abogado de Paola Andrea Buitrago Espinosa, se puede sintetizar así:
· Se dictó una sentencia condenatoria, con base en la aceptación de cargos efectuada por la procesada en la audiencia de formulación de imputación, es decir que en la primera oportunidad en que fue citada por la FGN, la señora Buitrago Espinosa aceptó su responsabilidad por el delito de fraude procesal, que fue el único cargo formulado. Actuando de manera consecuente con esa realidad, el recurso propuesto versa sobre la dosificación de la pena impuesta a su mandante y la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional.
· En la sentencia de primer grado el juez motivó y fundamentó la individualización de la pena acorde con los artículos 59 y 61 del C.P., y atendiendo a que a su representada no le fueron imputadas circunstancias de mayor punibilidad, pero si existía una de menor punibilidad como es la carencia de antecedentes penales, se ubicó en el cuarto mínimo, que oscilaba entre 72 y 90 meses de prisión y multa de 200 a 400 smlmv.
· A renglón seguido el A quo dijo que para determinar la pena se debía tener en cuenta la mayor intensidad del dolo y la antijuridicidad de la conducta, derivado de ciertos hechos atribuidos a la acusada así: i) la diligente actividad que desplegó para lograr su escogencia por parte de la Alcaldía y el Aeropuerto “Matecaña” en diversos procesos de contratación; ii) que indujo en error a varios servidores públicos intervinientes en el proceso de contratación; iii) al mantener en error a los servidores públicos pudo lograr ser contratada con su única oferta, privando a la administración de efectuar la escogencia con personal verdaderamente calificado; y iv) que fueron varios los contratos celebrados con la administración, lo que generó un daño correlativo.
· Con base en esas circunstancias el juez de primer grado le impuso a la procesada una pena de 90 meses, es decir, el máximo del cuarto mínimo.
· Adicionalmente, solo le reconoció a la procesada una rebaja del 40% de la pena, por haberse allanado a cargos durante la audiencia de formulación de imputación, aduciendo que la colaboración de su representada no tuvo mayor relevancia, ya que en su criterio, cuando se presentaron los cargos el ente acusador ya contaba con toda la documentación y el material probatorio, hasta el punto de que la acusada se vio precisada a allanarse a la imputación, ante la inutilidad de enfrentar un juicio en condiciones tan adversas.
· Si se mira la motivación del juez de primer grado, para dosificar la pena impuesta a la sentenciada, específicamente en punto de imponer el máximo del cuarto mínimo que equivale a 90 meses de prisión, en principio pareciera que hay concordancia entre lo fáctico y lo jurídico, que hay firmeza y concreción, que no existe desproporción y que la pena impuesta obedece a postulados de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad. Sin embargo se puede arribar a otra conclusión cuando se cotejan esos ítems argumentativos, pues respecto de la intensidad del dolo y de la antijuridicidad reflejada en la actividad desplegada por su representada, se debe decir que el delito de fraude procesal es un tipo de acción y no de omisión y precisamente su verbo rector es el de inducir mediante engaño, previa utilización de un medio fraudulento, lo que indica un despliegue de actividad encaminada a lograr su cometido, a través del uso de medios con aptitud procesal suficiente para provocar la equivocación en el servidor público en la producción de un acto administrativo en favor del defraudador.
· El propósito de la señora Buitrago Espinosa era el de comparecer ante la Alcaldía Municipal como profesional en ingeniería ambiental, sin tener tal calidad, para celebrar los contratos 396 de 4 de febrero de 2011 y el 2133 del 28 de octubre de 2011, los cuales fueron materia de imputación en la audiencia respectiva, y para ello debía obtener los diplomas y certificados apócrifos, los cuales puso a disposición de la Alcaldía, para los fines conocidos, razón por la cual la actuación de su representada incluyó el uso de medios fraudulentos para lograr que fuera contratada, induciendo en error a los servidores público y estos son los elementos propios del delito de fraude procesal, por lo tanto las circunstancias analizadas por el juez de conocimiento para referirse a la mayor intensidad del dolo y de la antijuridicidad, corresponden innegablemente a los elementos que integran el delito de fraude procesal, razón por la cual, la motivación para dosificar la pena no tiene sustento, y atenta contra los principios de legalidad de la pena y del non bis in ídem, tal como lo estudió la Corte Suprema de Justicia en la sentencia de fecha 23 de febrero de 2005. Rad. 19.762 M.P. Sigifredo Espinosa Pérez, donde se dijo que los elementos que configuran el tipo no se pueden tomar como agravantes del mismo.

· Otro argumento del A quo, al fijar el máximo del primer cuarto mínimo de la sanción, prevista para el delito, fue la pluralidad de contratos celebrados irregularmente por su representada, lo cual fue tenido en cuenta para deducir una mayor  intensidad del dolo. Sin embargo, no se tuvo en cuenta que su representada aceptó cargos por fraude procesal, mas no en modalidad de concurso, ni como delito continuado, ya que según el registro de la audiencia preliminar, el delegado de la FGN sólo se refirió a dos contratos celebrados entre la procesada y la Alcaldía Municipal, concretamente los números 396 del 4 de febrero de 2011 y 2133 del 28 de octubre de 2011, como también se observa en el acta de la mencionada diligencia, en donde se anotaron las fechas de los contratos citados, y las mismas datas se advierten en el escrito de acusación presentado por el señor Fiscal ante el Centro de Servicios Judiciales.
· Por lo tanto la judicatura, no podía sorprender a la acusada con cargos distintos, no frente al delito en sí, sino en lo relativo a su sanción como si se tratara de un caso de concurso o de delito continuado o masa, ya que el A quo hizo referencia a “diversos procesos de contratación”; que se indujo en error a distintos servidores públicos; que se prolongaron los efectos de la conducta de fraude procesal y que la procesada celebró diversos contratos celebrados con la administración.
· La FGN tiene el deber de precisar los alcances de la imputación y la acusación, tal como se dijo en CSJ SP del 29 de abril de 2015 Rad. 43.211 M.P., y en este caso el juez de conocimiento desbordó esos límites al dictar su fallo en las circunstancias antes anotadas, pese a la aceptación de cargos que hizo la acusada, lo que empeoró su situación, al hacer referencia a unos contratos sobre los cuales no se formuló acusación, ya que el allanamiento a cargos, determinaba el marco legal de la formulación de imputación, lo que tuvo injerencia en la pena impuesta y en la negación del subrogado de la condena de ejecución condicional a su mandante.
· El elemento de la “mayor intensidad del dolo”, se debe involucrar en el proceso de individualización de la pena, según el inciso 3º del artículo 61 del C.P., sin embargo resulta censurable que el juez de conocimiento desborde el marco de la audiencia de formulación de acusación (sic).
· Con el fin de no reducir la pena por debajo de noventa (90) meses, el funcionario de primer grado, previa mención sobre cada uno de los contratos celebrados por la acusada, dedujo el daño ocasionado a la administración municipal. Sin embargo no se le puede otorgar una doble connotación a la antijuridicidad, como componente de la conducta punible para: i) configurar el tipo penal: y ii) para agravar la pena, al hacer valoraciones con base en contratos que no fueron mencionados en la imputación, lo que constituye una apreciación errada del juez de conocimiento, para deducir una “mayor intensidad” de la lesividad de la conducta atribuida a la acusada, ya que ese daño no fue denunciado por las propias víctimas que refiere el proceso y el fallo (Alcaldía Municipal y Aeropuerto “Matecaña”), por lo cual la pena de 90 meses de prisión debe ser modificada por no estar debidamente motivada.
· No comparte el argumento del A quo, de reducir la pena impuesta a la procesada en un 40%, aduciendo que su colaboración con la justicia: “no resultaba de mayor relevancia ya que para el momento de la formulación de imputación, el ente acusador contaba ya con la documentación y el material probatorio tan abrumador, que la procesada se vio precisada a allanarse a la imputación”, ya que no resulta justo, ni equitativo, ni acorde con la realidad procesal.
· La denuncia fue presentada por la secretaria del Consejo Profesional Nacional de Ingeniería COPNIA, el 7 de noviembre de 2013 y la audiencia de imputación se llevó a cabo apenas el 17 de septiembre de 2015, es decir casi dos años después, por lo que la FGN dispuso de ese tiempo para adelantar su investigación y allegar EMP en contra de la acusada, sin que se conozca cuál fue la razón para se demorara dos años la citación para la audiencia de formulación de imputación, donde su representada optó por aceptar los cargos, situación que no puede ser usada en su contra, ya que era la primera y única oportunidad que tenía su prohijada para allanarse a los cargos, para obtener la rebaja más significativa que prevé la ley, generando a su vez la mayor economía procesal para aportar a la administración de justicia, tal como lo contempla el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.
· Se debe reexaminar la situación de su representada, para llegar a una conclusión justa y concederle una rebaja mayor por su aceptación de cargos, que le permita gozar de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, con base en el artículo 63 del C.P:, ya que la pena a imponer no superaría los 48 meses de prisión; su mandante no presenta antecedentes penales; el delito por el que se procede no tiene prohibición legal para el goce del subrogado, de acuerdo con el artículo 68 A del C.P.; no se trata de una avezada criminal; es una mujer trabajadora que ha demostrado su arrepentimiento desde la audiencia de imputación, que desea reintegrarse a la sociedad y velar por su hija de 12 años de edad. Por lo tanto la sentencia de primera instancia debe ser revocada parcialmente para que en su lugar se redosifique la pena de 54 meses de prisión impuesta a Paola Andrea Buitrago Espinosa, y en su lugar se le imponga una de 48 meses o inferior a ésta que le permita disfrutar del subrogado en mención. Igualmente solicita que en la misma proporción se rebaje la pena de multa y la de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas. 

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Competencia:

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2. Problema jurídico a resolver:

En atención al principio de la limitación de la doble instancia se contrae a resolver lo concerniente a las situaciones referidas por el defensor de la procesada al sustentar el recurso propuesto, que se relacionan específicamente con dos aspectos relacionados con la dosificación de la pena impuesta a la procesada.

Por lo tanto se debe decidir lo siguiente: i) el grado de acierto de la decisión del juez de conocimiento, que consideró adecuado fijar a la procesada una pena de  90 meses de prisión, para lo cual se ubicó en el extremo máximo del cuarto mínimo, previsto para el delito de fraude procesal. Para ello el fallador tuvo en cuenta las circunstancias que rodearon el caso de la señora Buitrago, entre ellas que la procesada celebró diversos contratos con la Alcaldía Municipal de Pereira y el Aeropuerto “Matecaña”, a partir de lo cual se dedujo una mayor intensidad del dolo con que actuó la procesada; y ii) si la reducción de un 40% de la pena a imponer a la sentenciada, por aceptación unilateral de los cargos en la audiencia de formulación de imputación, desconoció los principios de gradualidad o progresividad propios de la justicia premial en el marco del sistema penal acusatorio. 
6.3 Con respecto al primer tema, resulta claro que en atención a la consecuencia jurídica establecida en el artículo 453 del CP, el ámbito de movilidad del primer cuarto de pena oscila entre 72 y 90 meses de prisión, por lo cual no se advierte en la decisión de primera instancia ninguna vulneración del principio de legalidad de la pena.
Ahora bien, en el fallo de primer grado el A quo justificó su criterio sobre el componente de antijuridicidad de la conducta atribuida a la acusada y la mayor intensidad del dolo con que actuó la acusada, que en su criterio ameritaba una mayor censura ya que en sus palabras: “la diligente actividad desplegada por la acusada para obtener a su escogencia, por parte de la Alcaldía Municipal y el Aeropuerto Matecaña, en diversos procesos de contratación, induciendo en error a distintos servidores públicos que intervinieron en el trámite de la celebración, y ejecución de los contratos, y manteniéndolos en el error, al reforzar su pretendida capacitación, mediante las constancias de la Fundación Universitaria Iberoamericana, sobre su presunta matrícula y participación en un programa de maestría y un máster, con lo cual prolongó los efectos del error en que había inducido a los servidores públicos, que terminaron contratando los servicios de la impostora con su única oferta y privando así a la Administración de la posibilidad de efectuar una libre escogencia entre personal real y verdaderamente calificado para desarrollar el objeto contractual, en cada caso, se prolongaron los efectos de la conducta punible de fraude procesal que, por otra parte es de conducta permanente, entre tanto se mantengan tales efectos, y es de verse que, tal como se reseñó en el acápite precedente, fueron varios los contratos celebrados con la administración por la aquí condenada, con el correlativo daño tanto real como potencial generado con esa irregular contratación, lo cual nos lleva a concluir que resulta proporcional y razonable establecer para la hallada penalmente responsable la pena de 90 meses de prisión, multa por 400 salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por 69 meses” . (Negrillas de la Sala).

6.4 El inciso tercero del artículo 61 del C.P. establece, que una vez se ha establecido el cuarto o cuartos dentro del que debe determinarse la pena, el sentenciador la impondrá ponderando aspectos como la mayor o menor gravedad de la conducta, el daño real o potencial creado, la naturaleza de las causas que agraven o atenúen la punibilidad, la intensidad del dolo, la preterintención o la culpa concurrentes, la necesidad de la pena y la función que ella ha de cumplir en el caso concreto.

6.5 Según el componente descriptivo del delito de fraude procesal por el que fue condenada la señora Buitrago Espinosa, se establecen como presupuestos de dicha conducta, que se induzca en error a un servidor público, a través de la utilización de un medio fraudulento, para obtener sentencia, resolución o acto administrativo contrario a la ley.

Ahora bien, si se analiza la argumentación del Aquo, se puede concluir en principio que los mismos presupuestos de que configuran la conducta típica fueron tenidos en cuenta a la hora de considerarlos como sustento de una mayor intensidad del dolo y la antijuridicidad, a efectos de fijar la pena en 90 meses de prisión, ya que en la sentencia se dijo que la acusada había inducido en error a diversos servidores públicos y los mantuvo en esa suposición equivocada, para lo cual exhibió documentos espurios para acreditar estudios superiores que no había cursado, con lo que logró que contrataran sus servicios, siendo privada la administración de contratar personal verdaderamente calificado para desarrollar el objeto contractual.

Sin embargo, como se expuso anteriormente estos actos son precisamente los que actualizan la tipicidad del delito de fraude procesal, a través de la inducción en error de un servidor público, usando medios fraudulentos para lograr que se expidieran actos administrativos de adjudicación de contratos a la procesada, que eran contrarios a la ley. 
6.6 Por lo tanto se puede aducir como lo hizo la defensa que los mismos presupuestos fácticos del tipo penal, fueron valorados doblemente por el juez de primer grado, en desfavor de la procesada, lo que generó una situación de doble o múltiple valoración de la conducta investigada, que conllevó el desconocimiento del principio de non bis in ídem. 
Al respecto la doctrina ha indicado lo siguiente:

“…Se debe insistir en que en el proceso de individualización de la pena está proscrita la doble o múltiple valoración, pues se vulneraría el brocárdico constitucional del non bis in ídem. De una misma circunstancia no se pueden deducir varias consecuencias desfavorables o en contra del procesado o condenado; igualmente, no se puede deducir de una misma circunstancia favorable consecuencias dobles en beneficio del justiciable…”
 

6.7 Sobre la mayor gravedad de la conducta, se ha dicho que ésta corresponde a un plus de la conducta que se encuentra más allá de las circunstancias de agravación, genéricas o específicas en razón de un comportamiento especial que aumenta la intensidad del injusto, sin que sea contemplada como agravante. 
Sobre el tema se ha expuesto lo siguiente: 
“no es suficiente, por ejemplo decir en un delito de hurto en concurso con porte ilegal de arma de fuego, que el delito es grave porque se utilizó arma de fuego, una tal argumentación es afectación del non bis in ídem, en tanto y en cuanto una misma circunstancia no se puede tener en cuenta para valorarla doblemente en contra de los intereses del justiciable, pues está prohibida la doble o múltiple valoración. Es que el operador de justicia no puede asignarle al mismo factor –que es elemento de la tipicidad- consecuencias adicionales para incrementar aún más la sanción imponible; porque de hacerlo, da al traste con el principio de estricta legalidad de las penas y vulnera la prohibición del non bis in ídem”
  

6.8 Se advierte entonces de lo anterior, que el fallador de primer nivel dedujo de forma equivocada, que los mismos presupuestos de tipicidad constitutivos de la conducta de fraude procesal, podían ser considerados como elementos para incrementar la pena a imponer, con lo cual se valoraron doblemente los presupuestos del delito en desfavor de la procesada. 

En ese sentido se entiende que el hecho de que el juez de primer grado se hubiera ubicado precisamente en el nivel más alto del primer cuarto de la pena, es decir 90 meses de prisión, indica que el funcionario de primer grado efectuó una mayor desvaloración de la conducta atribuida a la procesada, desde la perspectiva de la mayor intensidad del dolo por haberse valido de documentos espurios que para acreditar una falsa calidad profesional, con el fin de ser beneficiada con los contratos que le fueron otorgados.

Y aunque la Sala comparte el criterio de que la conducta atribuida a la procesada revistió suficiente entidad en la medida, en vista de que en varias oportunidades indujo en error a la alcaldía de Pereira y al aeropuerto “Matecaña” para que la contrataran en la creencia de que tenía el título de ingeniera ambiental, lo real es que la actuación cumplida por el delegado de la FGN en la audiencia preliminar, que limitó la conducta de fraude procesal a la celebración de dos contratos determinados, tiene necesarios efectos frente a los presupuestos fácticos que tuvo en cuenta el juez de conocimiento para ubicarse en ese extremo de la sanción, que en razón de la omisión en que incurrió el delegado de la FGN, conllevó una vulneración del principio de congruencia entre la acusación y la sentencia que establece el artículo 448 del CPP, en los siguientes términos:

“El acusado no podrá ser declarado culpable por hechos que no consten en la acusación, ni por delitos por los cuales no se ha solicitado condena” 

Se afirma lo anterior ya que en el fallo recurrido se expuso que la procesada a través de medios fraudulentos logró la obtención de múltiples contratos de prestación de servicios, unos con la Alcaldía Municipal de Pereira y otros, con el Aeropuerto Internacional “Matecaña” de esta ciudad, para un total de siete contratos. 
Sin embargo, al revisar el registro correspondiente a la audiencia de formulación de imputación adelantada el 17 de septiembre de 2015 ante el Juzgado Sexto Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías, se advierte que en esa oportunidad el delegado de la FGN, luego de hacer referencia al uso de documentos falsos por parte de la implicada para acreditar su simulada condición de ingeniera ambiental, manifestó lo siguiente sobre el contexto fáctico de la imputación:
“… el día 4 de febrero de 2011, se ejecutó y se firmó por parte de esta ciudadana y la administración municipal el contrato 396, éste es uno de ellos, tenemos que el contrato 2133 fue suscrito el 28 de octubre de 2011, y así se dieron otros contratos, lo que nos lleva a concluir que aquí se erigió una conducta punible…”
. 
Seguidamente se le formuló el cargo a la procesada como autora del delito de fraude procesal, conducta que aceptó la procesada.
6.9 En ese sentido se debe recordar que el artículo 288 del CPP establece que en la audiencia de formulación de imputación, el fiscal deberá expresar oralmente la: “Relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes, en lenguaje comprensible…”.

Sobre el tema, en CSJ SP del 29 de abril de 2015, radicado 43211, se dijo lo siguiente :

“(…)

Y es que esa precisión que se exige de la Fiscalía desde la formulación de imputación de informar al imputado de los hechos y circunstancias, con las consecuencias jurídicas que aparejan , habilita el ejercicio pleno del derecho de defensa a fin de planear la estrategia tendiente a morigerar el poder punitivo estatal ,al punto que le permite optar de manera libre, consciente y voluntaria por aceptar los cargos con miras a lograr una sustancial rebaja de la pena o continuar el trámite ordinario  para discutir en el juicio los hechos o su responsabilidad , allegando pruebas en su favor o controvirtiendo  las que se aducen en su contra.”.
6.10 En atención al precedente citado se advierte que los múltiples actos de contratación que realizó la señora Buitrago induciendo en error a las entidades contratantes no fueron concretados por el delegado de la FGN en la audiencia preliminar de formulación de imputación, donde solo se hizo referencia a dos contratos como se expuso anteriormente, pese a lo cual fueron tenidos en cuenta en la sentencia para deducir una mayor intensidad del dolo con que actuó la acusada y del componente de antijuridicidad de las conductas investigadas,  razón por la que resulta prudente acudir a criterios jurisprudenciales que permitan dilucidar cómo debe entenderse entonces el grado de culpabilidad, bien sea del dolo, la culpa o la preterintención, sobre lo cual se ha dicho que “…la fijación a título de imputación difiere de la analizada al momento de individualizar la pena, en el cual la intensidad del dolo se traduce en la voluntad aplicada al comportamiento, entendida como la gradualidad o firmeza de la conciencia y voluntad para la realización de la conducta”

6.11 Como bien se observó, en la formulación de imputación se identificaron plenamente dos contratos celebrados con la procesada: el 396 del 4 de febrero de 2011, y el 2133 del 28 de octubre de ese mismo año. En la misma diligencia se señaló claramente que bajo las mismas circunstancias se dieron otros contratos, que no fueron determinados claramente por el delegado de la FGN.
Si bien es cierto, la formulación de acusación delimita la pretensión de la FGN frente a un posible juicio, también lo es, que en casos de terminación anticipada del proceso esa demarcación de la imputatio factii y de la imputatio iuris se materializa con la formulación de imputación, ya que el artículo 293 del CPP, modificado por el artículo 69 de la ley 1453 de 2011, dispone lo siguiente: 
“Si el imputado, por iniciativa propia o por acuerdo con la fiscalía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación.”
6.12 En atención a lo dispuesto en la norma antes citada, se entiende que si el factum de la imputación que fue aceptada por la procesada se relacionaba con la celebración de los dos contratos antes enunciados, no resultaba posible que el juez de primer grado hiciera referencia a los otros cinco contratos que mencionó en su fallo, por los cuales no se formuló imputación en contra de la procesada, lo que le sirvió de sustento para establecer su criterio sobre la mayor  intensidad del dolo por reiteración de la conducta atribuida a la acusada, pese a que en un sentido jurídico la acusación fue limitada de la forma antes mencionada, por decisión del delegado de la  FGN, que limitó la imputación de la manera antes descrita.

En ese sentido se debe recordar que CSJ SP del 26 de febrero de 2014, radicado 43171 se manifestó lo siguiente:
“ …en los casos de allanamiento a cargos sucedido en la audiencia de formulación de imputación, es esa delimitación fáctica y jurídica allí plasmada y asumida por el imputado, la que gobierna el principio de congruencia, sin que exista otra etapa o momento procesal formalizado que medie entre la imputación y el fallo.”. 
6.13 Con base en las razones expuestas, la Sala considera que puede resultar plausible la reclamación del censor, al no existir la debida consonancia entre el contexto fáctico de la imputación y los hechos deducidos en la sentencia para fijar la pena impuesta a la procesada por el contra jus de fraude procesal que fue fijada en el límite máximo del primer cuarto de pena previsto para esa infracción.

En ese entendido, y al advertir que parte de la motivación del juez de instancia no fue acertada a la hora de fijar el plus punitivo, por desbordar los límites del principio de congruencia entre acusación y sentencia, la Sala considera que se debe modificar la consecuencia jurídica de la conducta atribuida a la procesada en los siguientes términos:
El cuarto mínimo de la pena prevista para el contra jus de fraude procesal oscila entre 72 y 90 meses de prisión. Teniendo en cuenta que solamente se atribuyó de manera concreta a la implicada la celebración de dos contratos con la administración, para lo cual se usaron documentos espurios, se considera que en atención a los criterios de intensidad del dolo y menoscabo para los intereses de las entidades afectadas, no resulta posible ubicarse en el máximo del primer cuarto de pena, sino en una sanción intermedia entre el mínimo y el máximo de ese cuarto, es decir que se hará un incremento de nueve (9) meses de prisión, con lo cual la pena que debe descontar la procesada será reducida a 81 meses de prisión, multa por 300 SMLMV e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de 64 meses.
7. En lo que tiene que ver con el segundo argumento del recurrente, que controvierte la detracción punitiva que se hizo en favor de la procesada, en virtud de su allanamiento a cargos, se hacen las siguientes consideraciones:
7.1 El juez de conocimiento consideró que como consecuencia de su allanamiento a cargos sólo se debía reconocer a la procesada una rebaja del 40% sobre la pena a imponer. Para el efecto, el funcionario de primer grado adujo que la colaboración de la acusada con la administración de justicia no había sido relevante, ya que al momento de aceptar los cargos, la FGN contaba con EMP tan contundentes contra la procesada, que esta se vio obligada a mostrarse conforme con la imputación, lo que conducía a otorgar una menor rebaja punitiva, por su avenimiento a la imputación.

7.2 Para decidir lo concerniente a este apartado de la impugnación se debe tener en cuenta lo dispuesto por el artículo 351 del CPP así: 
“…La aceptación de los cargos determinados en la audiencia de formulación de imputación, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación…”
7.3 El reconocimiento de rebaja de pena por aceptación de cargos, hace parte del esquema de justicia premial, contemplado en la estructura del sistema penal acusatorio colombiano. 

En la jurisprudencia pertinente se ha indicado que un factor que se debe tener en cuenta para fijar esos descuentos, viene a ser la etapa procesal en que se acepten los cargos, lo que significa que en la medida en que avance el proceso será menor la disminución punitiva. En ese sentido se ha dispuesto que cuando se aceptan los cargos en la audiencia de formulación de imputación, se tiene derecho a una rebaja de pena de hasta la mitad de la pena (art. 351 CPP), cuando no existe un evento de flagrancia; que si la aceptación de responsabilidad se presenta en la audiencia preparatoria, la rebaja de pena será de una tercera parte (artículo 356-5 CPP), y que si tal acto se presenta al inicio del juicio oral, la disminución punitiva será de 1/6 parte (art. 367 CPP).
En CSJ SP del 29 de junio de 2006, radicado 25529, se manifestó lo siguiente:
“(…) 

Así mismo, no cabe duda que la aceptación de cargos puede presentarse por iniciativa propia del procesado, eventualidad que queda abierta cuando en la audiencia de formulación de imputación el Fiscal lo informa de la posibilidad de allanarse a la imputación (artículo 288.3 del Código de Procedimiento Penal), caso en el cual se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación, según así lo consagra el artículo 293 ibidem, o cuando en la audiencia preparatoria o al inicio del juicio acepta su responsabilidad (artículos 352, 356.5 y 367), eventos en los cuales el juez de conocimiento, luego de verificar que la iniciativa del procesado fue libre, voluntaria, debidamente informado de las consecuencias de su decisión y asesorado por su defensor, debe proceder a dictar la correspondiente sentencia condenatoria.

Por consiguiente, aceptados unilateralmente los cargos por parte del imputado o acusado, según el caso,  corresponde al juez de conocimiento fijar las consecuencias de la aceptación producida de esa manera, funcionario judicial que debe individualizar la pena acudiendo al sistema de cuartos y teniendo en cuenta los  criterios  establecidos  en  el  numeral  3°  del  artículo  61  del  Código Penal, criterios que no ha de seguir al momento de establecer el quantum de  rebaja  por  razón de  la  aceptación  de  cargos,  toda  vez  que  por  ser  un  comportamiento  post  delictual,  está  relacionado  con  la incidencia  que  tiene  frente  a  la  economía procesal, la celeridad y la oportunidad.

En otros términos, una vez que el juez de conocimiento haya individualizado la pena conforme al tradicional sistema de cuartos, debe proceder a realizar la correspondiente rebaja, “atendiendo factores tales como –a título ejemplificativo– la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia; la significativa economía en la actividad estatal de investigación; el que la ayuda que se genere con la aceptación de los cargos muestre proporción con la dificultad probatoria; el que –cuando sea del caso– se facilite descubrir otros partícipes u otros delitos conexos; el que no se dificulte investigar otras conductas o partícipes , etc., sin influir en este momento los referentes tenidos en cuenta para individualizar la sanción, pues ya agotaron su función”.
  

A lo anterior debe agregarse que fuera de los casos de flagrancia, el descuento que puede obtener el imputado por su allanamiento unilateral a cargos en la audiencia de formulación de imputación, viene a ser  hasta la mitad de la pena imponible, según el inciso primero del artículo 351 de la Ley 906 de 2004, y en todo caso no puede ser inferior a la tercera parte de la pena, es decir, debe ser, por lo menos, la tercera parte más un día, ya que esa fue la proporción que fijó el legislador en el artículo 352 ibidem, cuando se ha presentado la acusación, lo cual se explica ya que el avenimiento a los cargos en la audiencia preliminar se realiza cuando no se ha iniciado el juicio, y genera una solución rápida y oportuna del caso desde el punto de vista de la economía procesal.
7.4 En atención a esas consideraciones la Sala procede a examinar lo concerniente al porcentaje del 40% de rebaja de la pena que otorgó el juez de primera instancia a la sentenciada, aduciendo que en virtud de la contundencia de la prueba de incriminación con que contaba el ente acusador, a la procesada no le quedaba alternativa distinta que allanarse a los cargos, por lo cual su aporte fue poco significativo para la solución del caso.

7.5 Sobre el tema debe decirse que el criterio de la mayor gravedad de la conducta puede ser usado como un baremo para fijar la pena dentro de los extremos del cuarto correspondiente, mas no para fijar el porcentaje de reducción de la pena ya fijada, ya que eso significaría una violación del principio de non bis in ídem, como se expuso en CSJ SP del 21 de febrero de 2007, radicado 25726, así: 
“En efecto, palmario resulta que valorar la “gravedad de la conducta” para no conceder al procesado la rebaja máxima de la mitad de la pena, sino sólo del cuarenta por ciento (40%) de la misma, quebranta el principio non bis in ídem, pues supone la valoración de la misma situación dos veces, en manifiesto detrimento de los intereses del incriminado. La primera, cuando una vez establecido el respectivo cuarto de movilidad punitiva, el funcionario se alejó del extremo mínimo de pena al ponderar la gravedad de la conducta. La segunda, cuando el mismo factor es tenido en cuenta para que el monto de la disminución de la sanción no sea el máximo dispuesto en la ley, sino de un diez por ciento (10%) menos de este.”
7.6 Adicionalmente se debe tener en cuenta que la rebaja de pena por allanamiento a cargos, se origina precisamente en la conducta procesal del implicado según la oportunidad en que lo haga conforme a los porcentajes fijados en la ley, mas no está condicionada al hecho de que la FGN cuente con suficientes medios de prueba en su contra, como se consideró en el fallo recurrido.

7.7 Descendiendo al caso concreto, se tiene que como la señora Buitrago Espinosa se allanó unilateralmente a los cargos desde la audiencia de preliminar de formulación de imputación, y no se trataba de un caso de flagrancia, tenía derecho a una rebaja de pena que oscilaba entre 1/3 y la mitad de la pena a imponer.

7.8 El A quo dentro de su ámbito discrecional decidió reconocer un 40% de detracción punitiva, por estimar que la procesada se había allanado a cargos ante la contundencia de las pruebas con que contaba la FGN en su contra, por lo cual su avenimiento a los cargos tenía escasa relevancia. 
7.9 En atención a lo dispuesto en la sentencia CSJ SP del 29 de junio de 2006, radicado 24529, citada en precedencia, se observa que esa Corporación distingue entre los factores que se deben tener en cuenta para individualizar la pena bajo el sistema de cuartos, que corresponden a los establecidos en el tercer inciso del artículo 61 del C.P. y las circunstancias postdelictuales, como la aceptación de cargos, que  llevan a reducir la pena impuesta a partir de criterios diversos, entre los cuales se encuentran el grado de colaboración para lograr los fines de la administración de justicia; la “economía” en la actividad investigativa estatal o la ayuda que brinda el procesado que se allana a la imputación.

7.10 Sobre este tema debe decirse que los argumentos del recurrente sobre el tiempo que tuvo la FGN para acopiar elementos materiales probatorios contra su representada, o el hecho de haberse demorado cerca de dos años para formular la imputación, no resultan consistentes para desvirtuar el grado de acierto de la decisión del A quo, de reducir la pena impuesta a la procesada en un 40%, ya que la Sala entiende que se trata de un porcentaje que superó el menor extremo previsto en el artículo 351 del CPP ( 1/3 de la pena ) 

A su vez el mismo recurrente acepta en su escrito de durante ese período, la FGN allegó los medios de prueba necesarios para formular imputación contra su representada para lo cual adujo que: “Durante ese término de casi dos años, es apenas lógico que el estado en cabeza de la fiscalía general de la nación, con toda la tecnología, la logística y las herramientas con que cuenta lograra el mayor acopio de elementos materiales posibles“.

7.11 A partir de esa premisa se puede considerar razonable la decisión del juez de primer grado de reducir la pena impuesta a la procesada en el porcentaje antes fijado, en atención a los efectos que tuvo su decisión de allanarse a los cargos, dado que como lo acepta la defensa existía un material probatorio de suficiente entidad en su contra, lo cual indica que la conformidad de la procesada con la imputación, no tuvo el suficiente alcance como para incrementar ese porcentaje en razón de la contundencia de la prueba de cargos, como lo dedujo acertadamente el A quo, que a juicio de la Sala hizo una debida ponderación sobre el porcentaje de reducción de la pena a que tenía derecho la señora Buitrago, por lo cual se confirmará ese acápite de la decisión recurrida.

7.12 En atención a lo expuesto, la Sala confirmará ese apartado de la decisión del A quo. 

7.13 Sin embargo, como en virtud del recurso propuesto se consideró que el juez no debió fijar la pena en máximo del primer cuarto conforme al ejercicio de dosimetría penal que se realizó en el fallo de primer grado, sino que se modificó la pena corporal que fue reducida a 81 meses de prisión, es necesario hacer un nuevo ejercicio de dosificación punitiva a partir de esa sanción principal que será reducida en un 40% en virtud del allanamiento a cargos de la procesada, tal y como lo consideró el A quo en la providencia recurrida.

En consecuencia se imponen a la procesada las siguientes sanciones: una pena de 48 meses y 18 días de prisión; multa equivalente a 180 SMLMV e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de 38 meses y 12 días.
7.14 SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA
El artículo 63 del C.P., modificado por la Ley 1709 de 2014 enseña que la ejecución de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia se puede suspender por un período de (2) a cinco (5) años, de oficio o a petición del interesado, siempre que concurran los siguientes requisitos:

1. Que la pena impuesta sea de prisión que no exceda de cuatro (4) años.

2. Si la persona condenada carece de antecedentes penales y no se trata de uno de los delitos contenidos en el inciso 2º del artículo 68A de la Ley 599 de 2000, el juez de conocimiento concederá la medida con base solamente en el requisito objetivo señalado en el numeral 1 de este artículo.

3. Si la persona condenada tiene antecedentes penales por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores, el Juez podrá conceder la medida cuando los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado sean indicativos de que no existe necesidad de la ejecución de la pena.

En el presente asunto, se tiene que con la modificación ordenada en este fallo, al reducir la pena de prisión de 81 meses en un 40%, la sanción corporal que debe descontar la procesada excede los 4 años de prisión, por lo cual no se cumple con el factor objetivo previsto en el artículo 63 del CP, modificado por el artículo 29 de la ley 1709 de 2014, lo que impide reconocerle a la señora Buitrago el subrogado de la condena de ejecución condicional, por lo cual no se accederá al pedimento de la defensa en ese sentido.

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, el día 29 de abril de 2016, mediante la cual se condenó a la señora Paola Andrea Buitrago Espinosa, como autora de la conducta punible de fraude procesal. 

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo del fallo recurrido en el entendido de que la pena definitiva que debe descontar la procesada es de 48 meses y 18 días de prisión, multa por 180 SMLMV vigentes para el año 2011, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de 38 meses y 12 días. 
TERCERO: NO CONCEDER a la señora Paola Andrea Buitrago Espinosa, la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por no cumplirse el factor objetivo previsto en el artículo 63 del CP.
CUARTO: Contra esta decisión procede el recurso extraordinario de casación.

 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
Magistrado 

(Con impedimento)
WILSON FREDDY LÓPEZ

Secretario
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